¿VOLVER A NEGOCIAR CON LAS FARC?
Se han vuelto a escuchar voces favorables a un acercamiento exploratorio con las Farc con fines de buscar un armisticio. Sería esta la cuarta ocasión que un gobierno legítimo intente sentar a esta guerrilla en una mesa de negociación. En las tres oportunidades anteriores, hay que recordarlo, el fracaso se debió en buena medida a la soberbia, al envalentonamiento y al doble juego de este grupo que consideraba la negociación como un paso en la estrategia revolucionaria. La búsqueda de la paz es el más grande anhelo de los colombianos y por ello mismo, un acercamiento no puede hacerse de buenas a primeras o para responder a un sentimiento creciente a favor de la negociación entre la opinión pública. Nada sería más desastroso que una nueva frustración derivada de afanosos gestos voluntaristas lejanos a cualquier posibilidad de éxito. Por lo mismo, un cambio en esta materia por parte del gobierno nacional debe obedecer a un análisis riguroso del estado de la confrontación y a un balance serio, frío y realista de la política de seguridad democrática con el fin de establecer los cambios que se han operado en la correlación de fuerzas, en la voluntad de los guerreros y en general en las perspectivas que se ven hacia el inmediato futuro. Buscar el contacto por simple ánimo o por simple deseo no es lo más aconsejable. Los pacifistas omiten el análisis de la situación porque antes que partir de la existencia de un conflicto, ellos piensan que todo se resuelve ofreciendo amplias oportunidades a las guerrillas como si en las anteriores oportunidades estas no hubiesen sido las responsables del fracaso de las negociaciones y por tanto del escalamiento militar con su desafío al Estado y su empeño en tomarse el poder por las armas.
El problema que se observa a primera vista es que el retroceso político y militar sufrido por las Farc en estos últimos cuatro años no se ha traducido en un cambio en las posturas de esta organización. Las declaraciones de su vocero Raúl Reyes, así como los comunicados divulgados desde Suecia por la agencia Ancol, demuestran una obstinación pertinaz en el mismo discurso revolucionario y en la justificación de proseguir con la acción armada. Hasta hace muy poco tiempo, algunos de sus comandos ejecutaron operativos de corte terrorista como el asesinato masivo de concejales y continuaron con la política de secuestros. Pero, los avances de la política de seguridad democrática, la consolidación del proceso de paz con los grupos paramilitares, los escarceos difíciles con el Eln, la reducción de los indicadores de violencia, la restricción de los espacios a las guerrillas que se ha debido desplazar a la selva profunda, entre otros factores, puede inducir a un planteamiento como el que venimos comentando. Nada habría de malo o de torpe si se le advierte a la opinión pública los términos gruesos de esa apertura, deben quedar claras cuáles serían las condiciones para que se abra un nuevo proceso y cuáles los peligros. El Estado puede ofrecer garantías políticas y vitales a cualquier grupo ilegal que quiera entrar en negociaciones, pero no crear la ilusión de que en ese intento se va a cometer las mismas imprudencias y errores del pasado. Si no hay una promesa cierta de estudiar la posibilidad de cese de hostilidades por parte de la guerrilla, o por lo menos de interrupción de las acciones terroristas, carece de sentido hacer el esfuerzo. Si no hay claridad en el sentido de que en la mesa no podrá ponerse en consideración la agenda nacional, podremos entrar a una experiencia de dilaciones y condicionamientos como la nefasta de El Caguán.
Mantener puentes y contactos secretos y sigilosos, al margen de la prensa, es siempre recomendable en cualquier conflicto o confrontación, pero de ahí no se debe concluir que el paso inmediato es convocar una nueva mesa de negociación. Este tipo de contactos debe estar al servicio de aspectos muy puntuales, como por ejemplo el de allanar el camino para la realización del intercambio humanitario, tema en el cual el gobierno se ha tardado más de la cuenta para proceder sin ceder en sus principios y sobre todo para sintonizarse con la opinión pública que espera magnanimidad de las instituciones y no de las guerrillas. La opinión está madura hace rato para entender y comprender lo que el gobierno de Uribe decida en este tópico. El Estado y el gobierno tienen todo a su favor para hacer del intercambio un suceso a su favor. Estos contactos en torno a temas tan puntuales podrían, de contera, ser útiles para un intercambio extraoficial de puntos de vista y opiniones acerca de si hay interés en abrirle espacios a la negociación política siempre y cuando exista la disposición de no reincidir en caminos fracasados. 
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